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1 mayor accidente que ha enfrentado Codelco 

en 35 años, tras un colapso subterráneo en la 

mina El Teniente, en el que murieron seis tra- 

bajadores, ha provocado conmoción nacional 

ante una tragedia transmitida prácticamente 

en directo, al tiempo que ha abierto una serie 

de interrogantes sobre la eficacia de las polí- 

ticas de seguridad y las responsabilidades de los actores 

involucrados, en un sector reconocido por sus altos están- 

dares, protocolos y tecnificación. 

El accidente en la mina de cobre sub- 

terránea más grande del mundo ocurrió 

después de un sismo de magnitud 4,2 

en la escala de Richter, a las 17:35 horas, 

del 31 de julio. Desde ese momento las 

Operaciones se detuvieron. Expertos 

consultados por DF estiman que el cese 

de operaciones le significa a Codelco una merma diaria de hasta 

US$ 10 millones. Las causas no están claras y son investigadas 

por Sernageomin y la Fiscalía Regional de O'Higgins. No obstan- 

te, voces expertas apuntan a que el sismo fue consecuencia del 

estallido de roca al interior de la mina. 

A partir de estos hechos, las interrogantes han apuntado a 

qué falló, cuál es el estándar de los protocolos de seguridad y 

qué eventuales responsabilidades penales podrían perseguirse. 

La Fiscalía ya ha adelantado que las investigaciones se enmar- 

can en el eventual cuasidelito de homicidio por negligencias 

que podrían haber cometido jefaturas respecto de protocolos y 
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En este contexto resulta particularmente relevante la nueva 

Ley de Delitos Económicos. Esta normativa, que genera un 

nuevo marco de responsabilidad penal empresarial y que obliga 

a las empresas a reforzar sus modelos de prevención interna, 

aunque no legisla directamente sobre la prevención de riesgos 

laborales, los incluye como parte estratégica del compliance 

penal. En este marco, un accidente fatal en una faena minera 

producto de condiciones inseguras y negligencia del empleador 

podría hoy, bajo la Ley 21.595, derivar en responsabilidad penal 

de ejecutivos y multas para la empre- 

sa, entre otras sanciones. 

De allí, la relevancia de que las 

investigaciones que se están llevando 

adelante se desarrollen en forma seria 

y bien documentada. Tan relevante 

como la celeridad para dar respuesta a 

las familias de las victimas, es que las 

indagatorias sean exhaustivas y bien documentadas respec= 

to de los pasos que tomaron las empresas involucradas para 

evitar o no el desastre. Y en este contexto, es particularmente 

importante la investigación experta de Sernageomin, sobre las 

causas, la evaluación de riegos, y el seguimiento de protocolos, 

como insumo para el caso penal que lleva adelante la Fiscalía. 

Este accidente no solo pone en entredicho la robustez de los 

protocolos en la minería chilena, sino que también marca un 

punto de inflexión respecto de aplicación de estándares. En un 

país donde la minería es pilar económico y símbolo de excelen- 

cia técnica, la negligencia -si la hubo- no puede tratarse como 

elementos de seguridad. 
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El riesgo de ser 
exPresidente en 
América latina 

primera vista, el hecho de que varios ex- 

Presidentes de países latinoamericanos 

enfrenten causas judiciales parece una 

¡buena noticia. Después de todo, podría 

significar que las instituciones funcionan 

y son capaces de someter incluso a los más 

poderosos. Pero eso es cierto solo en parte; 

a menudo, el enjuiciamiento de exmandata- 

rios en la región tiene más de revanchismo 

político y oportunismo judicial que de una 

expresión de la igualdad ante la ley. 

En Brasil, Jair Bolsonaro ha sido sometido 

a arresto domiciliario y a otra serie de medi- 

das cautelares a raíz de la investigación por 

un supuesto intento de golpe de Estado en 

2023. Las pesquisas deberían terminar en 

septiembre y el subsecuente juicio, conducir 

aun fallo. Bolsonaro ya fue privado de sus 

derechos políticos en 2023 y no podrá com- 

petir en las presidenciales del próximo año, 

en las que Lula da Silva seguramente irá a la 

reelección. Bolsonaro es la mayor amenaza 

electoral para el actual Presidente, quien, 

a su vez, no logró postularse en 2018 tras 

una falla operativa más. 

haber sufrido condenas que posteriormente 

le fueron levantadas. De esa manera, la vía 

judicial parece haberse convertido en Brasil 

en la forma más expedita para sacudirse del 

principal adversario político. 

En Argentina, Cristina Fernández de 

Kirchner fue condenada a seis años de pri- 

sión domiciliaria e inhabilitación perpetua 

de sus derechos políticos por el uso de testa- 

ferros en licitaciones de obras públicas. Más 

allá de la culpabilidad de la líder peronista, 

el dictamen sacó de carrera a la rival más 

peligrosa y popular del actual Gobierno. 

En Colombia, el exPresidente Álvaro 

Uribe también ha sido condenado. Uribe, 

líder vitalicio del partido de derecha Centro 

Democrático y férreo opositor del Gobierno 

de Gustavo Petro, sale de escena cuando el 

país se aproxima a las elecciones legislativas 

y presidenciales del año próximo. 

Hay más: en Bolivia, la exPresidenta 

Jeanine Áñez purga desde 2022 pena de 

“El hecho de que típicamente los dictámenes adversos se 
produzcan una vez que han dejado el poder y ha llegado al 
Gobierno un mandatario de signo contrario, teje un manto 
de duda sobre cómo se administra la justicia en la región”. 
cárcel por haber desafiado a Evo Morales y 

su Movimiento al Socialismo, mientras que 

en Ecuador Rafael Correa se encuentra en el 

exilio para evadir la acción de los tribuna- 

les. En Perú, los exPresidentes procesados 

o presos hacen fila: Pedro Castillo, Martín 

Vizcarra, Pedro Pablo Kuczynski, Ollanta 

Humala, Alejandro Toledo. Algo similar ocu- 

rre en Guatemala, Costa Rica, El Salvador, 

Honduras y Panamá. 

En muchos casos, parece indiscutible que 

los exmandatarios incurrieron en conductas 

ilegales y sus enjuiciamientos deben ser 

aplaudidos. Sin embargo, el hecho de que 

típicamente los dictámenes adversos se pro- 

duzcan una vez que han dejado el poder y ha 

llegado al Gobierno un mandatario de signo 

contrario, teje un manto de duda respecto 

de la manera en que se administra la justicia 

en la región. Queda la indeleble impresión 

de que lo que se persigue no es la aplicación 

ciega y oportuna de la ley, sino más bien 

una revancha políticamente motivada para 

pasar a retiro a un competidor riesgoso, y 

que los jueces buscan congraciarse con el 

Gobierno de turno al fallar con criterios de 

conveniencia. 

Así, lo que a primera vista asoma como 

una fortaleza institucional, es en realidad 

una debilidad. Peor aún, en lugar de promo- 

ver una sana alternancia, este tipo de justicia 

sesgada atornilla a los políticos a sus cargos, 

pues ellos saben que son intocables mientras 

detentan el poder y que, por el contrario, 

cuando lo pierden, quedan muy vulnerables. 

En casi todo el mundo, ser exPresidente es 

un honor vitalicio, pero en América Latina 

constituye un riesgo cada vez más nítido.   
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Bendita lentitud 

lvaro Vidal duró menos de una semana como candidato a la Corte 

Suprema. Fue nominado el 22 de julio para llenar el cupo de Án- 

gela Vivanco, pero el Gobierno retiró su nombre tras la filtración 

¡de querellas cruzadas con su expareja. Como en una comedia 

de Pirandello, parece imposible saber cuál es la verdad. Ella lo acusa 

de violencia intrafamiliar y de haberla agredido físicamente hasta 

fracturarle un brazo; él, en cambio, afirma ser víctima de extorsión y 

amenazas. Como fuere, la gravedad del conflicto hizo insostenible su 

postulación. 

¿Era un buen candidato a la Corte Suprema? No lo sé. Tampoco sé si 

él tiene razón, o ella. Pero sí sé que si esto se hubiera sabido luego de 

que el candidato hubiera tomado posesión, nos habríamos metido en 

un lío monumental. ¿Imaginan el desprestigio para el Gobierno y para 

la propia Corte? ¿Imaginan, peor aún, la presión sobre los jueces de 

instancia que conocen el caso? Todo esto habría ocurrido tal cual, de no 

requerirse la ratificación de la nominación por dos tercios del Senado. 

Sin ese trámite, su nombre habría pasado colado, aunque fuera por el 

solo hecho de que el proceso de nombramientos era demasiado rápido. 

Esto importa, porque en julio de este año la Cámara de Diputados 

aprobó en primer trámite un proyecto de reforma constitucional que 

modifica el sistema de nombramientos judiciales y otros aspectos del 

llamado “gobierno judicial”. Uno de los puntos más debatidos fue, 

justamente, el requisito de contar con la ratificación por dos tercios del 

“La ratificación senatorial 
entrega a los ministros 
de la Corte Suprema un 
mínimo de legitimidad 
democrática. ¿Cómo se 
justificaría excluir este 
Íiltro?”. 

Senado para el nombra- 

miento de ministros de la 

Corte Suprema. ¿Por qué? 

Porque, precisamente, la 

ministra Ángela Vivanco 
=cuyo cupo debía ocupar 

Vidal- protagonizó uno de 

los escándalos de tráfico 

de influencias más graves 

que ha afectado a la Corte 

Suprema, en el contexto del 

trámite de ratificación por 

el Senado. 

Ahora el Senado deberá decidir si mantiene o no esa atribución. 

Como se trata de una prerrogativa propia, lo más probable es que la 

conserve. Pero el caso de Vidal ilustra cuán acertada fue la decisión 

de la Cámara. Basta revisar la lista: el Senado ratifica a los consejeros 

del Banco Central, al Fiscal Nacional y al Contralor General. ¿Cómo se 

justificaría excluir de ese filtro precisamente a los ministros de la Corte 

Suprema, que encabezan uno de los tres poderes clásicos del Estado? 

Más importante aún: la ratificación senatorial entrega a los mi- 

nistros de la Corte Suprema un mínimo de legitimidad democrática. 

¿Y en qué se traduce? A veces, en cosas tan pedestres como esta: que 

los candidatos no tengan antecedentes personales que los hagan 

incompatibles con el cargo. Tal vez, en otro tiempo, se entendía que los 

asuntos maritales de un ministro no tenían ninguna relevancia para su 

función. No estoy tomando posición sobre el caso —para estos efectos, 

me la reservo—, pero sí que constato un hecho: ya no estamos en esos 

tiempos. Hoy, lo público y lo privado se cruzan, se mezclan, se obser- 

van mutuamente. ¿Qué cambió? Pues, ¿qué va a ser? ¡La sensibilidad 

política! El Senado está ahí para hacerla presente. 

El caso Vidal no prueba que el sistema funcione bien, pero sí que 

podría funcionar mucho peor. A veces, basta un paso de más, o un poco 

de lentitud, para que una institución evite el desastre. 
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